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La juventud no conoce lo que fue la dictadura y hay que explicárselo. 

Un aspecto de la dictadura que ha estado poco estudiado ha sido la 

relación privilegiada que el mundo de las grandes empresas 

financieras (la Banca) e industriales tuvo con el estado dictatorial. La 

evidencia acumulada señala claramente que tal estado favoreció 

sistemáticamente a tales grupos económicos, promoviendo y 

defendiendo sus intereses a costa de los intereses de los 

trabajadores. Un ejemplo, entre miles, es el caso Uralita (propiedad 

de la familia March, la banca más importante de España en los años 

treinta, que financió el golpe militar fascista del 1936). Uralita fue 

durante muchos años el mayor productor de productos de amianto en 

España. El amianto es enormemente tóxico y mata a un porcentaje 

elevado de los obreros que lo trabajan, consumiendo su tejido 

pulmonar, que queda inmovilizado por las fibras del amianto, 

situación que es conocida en la literatura científica desde 1930. En 

Cataluña Uralita tiene su base en Cerdanyola del Vallés. Durante 

todos los años de la dictadura, Uralita negó que hubiera ningún 

trabajador en su fábrica enfermo como consecuencia de trabajar con 

el amianto. Y las autoridades franquistas, dirigidas entonces por el 

jefe-delegado del gobierno en Cataluña, el recientemente fallecido Sr. 

Antonio Samaranch, aceptaron tales declaraciones dando por ciertas 

tales afirmaciones. La Vanguardia (llamada entonces La Vanguardia 



Española), de la familia Godó, que colaboró activamente con la 

dictadura, nunca escribió, informó, y, todavía menos, denunció lo que 

estaba ocurriendo en aquella fábrica. 

Los sindicatos clandestinos (Comisiones Obreras) pidieron ayuda a los 

médicos que trabajaban en el Hospital Clínico, uno de los centros 

sanitarios más importantes de Cataluña. Dos médicos de tal 

institución (jugándose su cargo) decidieron mirar si había sustancia o 

no en las quejas de los trabajadores. Y las había. Encontraron nada 

menos que 300 casos. Sus nombres eran Doctores César Picado y 

Roberto Rodríguez Roisin. En realidad, nada menos que el 25% de los 

trabajadores padecía alguna enfermedad relacionada con el amianto. 

Una persona clave, que ayudó a los trabajadores de Uralita a 

encontrar médicos que les ayudaran, fue el Dr. Josep Tarrés, que 

trabajaba en la atención primaria de Cerdanyola, donde se 

comenzaron a detectar los primeros casos de patologías respiratorias 

entre trabajadores de tal fábrica.  

La resistencia de la empresa Uralita a reconocer estos casos fue 

radical. Tenía toda una batería de médicos de empresa que negaban 

lo que todos los neumólogos (expertos en el aparato respiratorio) en 

el mundo saben, es decir, que era imposible que se trabajara con 

amianto sin desarrollar asbestosis, la enfermedad pulmonar que se 

desarrolla como resultado de estar expuesto al amianto. Uralita 

negaba que hubiera casos de asbestosis en su fábrica. Es más, 

atemorizaban con dejar Cerdanyola si continuaban las quejas de los 

trabajadores, acusándoles de ser “agitadores comunistas”, acusación 

enormemente perjudicial para los supuestos agitadores, pues era 

causa de detención y tortura durante la dictadura.  

Al llegar la democracia se pudo ya iniciar un estudio más extenso, 

dirigido por el mismo Dr. Josep Tarrés, detectándose casi mil 

enfermos de asbestosis. Lo que es sorprendente es que, a pesar de 



esta evidencia, no se prohibió la producción y utilización del amianto 

durante el periodo del gobierno conservador, CIU, y no fue hasta 

mucho más tarde, en 2002, que se prohibió. 

El problema, sin embargo, es incluso más amplio que el de los 

trabajadores del amianto, por muy grave que éste sea, pues el 

amianto se desplazó a los barrios obreros cerca de la fábrica donde se 

trabaja con amianto, trasmitiendo sus fibras por el aire. Según 

estudios recientes, el 30% de los casos de asbestosis no son 

trabajadores del amianto, y al no haberse adquirido en su puesto de 

trabajo, no se les considera enfermos de patología laboral, aún 

cuando, frecuentemente, el que trasladó el amianto con su ropa haya 

sido un trabajador del amianto.  

Una última observación. Nunca, ningún empresario de Uralita ha ido a 

la cárcel, y el Sr. Samaranch fue honrado recientemente con el honor 

máximo que se puede dar a una persona en Cataluña. Mientras, los 

trabajadores todavía están intentando que los tribunales fuercen a 

Uralita a pagar indemnizaciones a los afectados por asbestosis, y sólo 

hace unos días consiguieron algunas de ellas, en cantidades que eran 

claramente insuficientes. Varias conclusiones se derivan de este 

hecho. Una es que la dictadura era una dictadura de una clase (la 

clase de las grandes empresas financieras e industriales) en contra de 

otra clase, la clase trabajadora. Otra conclusión es que los enormes 

beneficios de la primera clase se consiguieron a costa de los intereses 

(salud y calidad de vida) de los segundos. La tercera conclusión es 

que los grandes medios de información de la derecha colaboraron con 

la dictadura, silenciando esta enorme explotación de clase, sacando 

pingües beneficios de tal colaboración. Y la cuarta conclusión es que 

tales grandes grupos empresariales y las derechas políticas continúan 

teniendo una gran influencia sobre los medios y sobre el estado, 

cuestionando la mal llamada transición “modélica” de la dictadura a la 

democracia, pues treinta y dos años después de que ocurriera la 



transición, todavía se celebra y homenajea a los responsables de 

aquella situación, y no se honra a los que lucharon para cambiarla.  


